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TUTELA CONTRA PROVIDENCIA – Subsidiariedad.

… la Sentencia SU-062 de 2018 resumió las razones que justifican un examen estricto de subsidiariedad cuando se trata de tutelas contra providencias judiciales:

“En primer lugar, las sentencias son decisiones emanadas de un juez que recibió el encargo constitucional de poner fin a las controversias en una jurisdicción determinada, para lo cual, fue revestido de autonomía e independencia (…). [L]a acción de tutela que no es presentada con apego estricto al principio de subsidiariedad, niega la garantía del debido proceso, de acuerdo con la cual, una persona sólo puede ser procesada por su juez natural.

En segundo lugar, las etapas, el procedimiento y los recursos que conforman un proceso son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso de manera que no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN LABORAL No. 1

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Pereira, once (11) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
La Judicatura procede a resolver la acción de tutela interpuesta por el señor Efrén de Jesús Gil Gil, a través de su apoderado, contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda. Trámite al cual se vinculó al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia, Risaralda. En dicha acción, solicita la protección de sus derechos fundamentales al derecho de petición, al debido proceso y a la seguridad social. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. ANTECEDENTES

1.1. Demanda.
El Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia y el señor Efrén de Jesús Gil Gil celebraron un acuerdo conciliatorio en el marco de un proceso laboral radicado bajo el número 6604531890012007020200, ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia, Risaralda. En dicho acuerdo, el empleador (Cuerpo de Bomberos) aceptó cancelar las cotizaciones faltantes al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, correspondientes al período comprendido entre el 13 de julio de 1998 y el 13 de julio de 2007 y pagar la suma de tres millones de pesos ($3.000.000) como indemnización moratoria, conciliación que el juzgado aprobó y por lo tanto declaró terminado el proceso y ordenó el archivo de las diligencias una vez ejecutoriada la decisión.
El señor Efrén de Jesús Gil Gil, representado por un apoderado judicial, presentó una demanda ejecutiva el 12 de septiembre de 2022 ante el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apia, Risaralda, en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia, por incumplimiento del acta de conciliación.
El juzgado emitió un mandamiento de pago en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia el día 14 de marzo de 2023 por la suma de setenta y dos millones quinientos treinta y un mil ochocientos diecisiete pesos ($72.531.817), correspondiente al cálculo actuarial de las cotizaciones adeudadas al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, por el período comprendido entre el 13 de julio de 1998 y el 31 de enero de 2006, más intereses moratorios.
El señor Gil Gil solicitó una medida cautelar y/o caución dentro del proceso el día 15 de mayo de 2024, la cual fue negada por el juzgado mediante auto del 21 de mayo de 2024.
El accionante reiteró la solicitud de medida cautelar el día 28 de mayo de 2024, argumentando que el crédito perseguido es una deuda pensional, lo que hace procedente la medida; sin embargo, al 2 de septiembre de 2024 no había sido resulta por lo que insistió en la medida cautelar y a su vez, solicitó copias auténticas de las piezas procesales. 
El 24 de enero de 2025 el despacho remitió únicamente el acta de la audiencia de conciliación del 27 de agosto de 2008, confirmando que dicha acta se encuentra ejecutoriada. Además, informó que el proceso ejecutivo a continuación del ordinario se encuentra en trámite.
Por lo anterior, el promotor del amparo manifiesta que, a la fecha, el juzgado no se ha pronunciado frente a la solicitud de medida cautelar que radicó el 28 de mayo de 2024, ni le ha remitido las copias auténticas de todos los documentos que integran el proceso ordinario y ejecutivo, a pesar de existir un mandamiento de pago y una sentencia ejecutoriada a favor del señor Gil Gil.
Con sustento en lo dicho, peticiona la tutela de los derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social y, por consiguiente, se ordene al Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda que dentro del término de (48) horas se pronuncié de fondo y sin dilaciones sobre las solicitudes de medida cautelar radicada el 28 de mayo de 2024, y la solicitud de copias que elevó el 2 de septiembre de ese mismo año. 
1.2.
Contestación de la demanda y de las vinculadas.

El Juzgado Promiscuo del Circuito Apía, Risaralda en su calidad de accionado, realizó un recuento de lo acontecido en la actuación, así:
El día 15 de mayo de 2024, el apoderado judicial del ejecutante solicitó la adopción de medidas cautelares, consistentes en el embargo y secuestro de bienes del demandado, la constitución de caución o póliza, la inscripción de la demanda en la razón social o bienes de la entidad, así como el congelamiento y traslado de los dineros derivados del contrato de prestación de servicios celebrado entre el Cuerpo de Bomberos y el Municipio de Apía, Risaralda, con el fin de garantizar el pago del cálculo actuarial correspondiente a los aportes pensionales adeudados. Dicha solicitud fue resuelta mediante auto del 21 de mayo de 2024, en el cual se denegaron las medidas cautelares solicitadas. 
Posteriormente, el 28 de mayo de 2024, el representante judicial del actor reiteró la petición de medidas cautelares, adjuntando un aparte jurisprudencial de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial, en el cual se excepciona la inembargabilidad de bienes cuando lo perseguido ejecutivamente es una deuda pensional. Ante ello, mediante auto del 11 de junio de 2024, se dispuso a oficiar a la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones) para que indicara un número de cuenta donde se pudieran depositar los valores correspondientes al cálculo actuarial de los aportes pensionales del señor Gil Gil; no obstante, al no obtenerse respuesta, se requirió nuevamente a dicha entidad mediante auto del 16 de julio de 2024, sin que se allegara contestación alguna.
El 2 de septiembre de 2024, el apoderado del ejecutante solicitó información sobre el estado de la medida cautelar y, en escrito aparte, la expedición de copias auténticas de los documentos del proceso. 
El 12 de septiembre de 2024, Colpensiones allegó respuesta al requerimiento judicial, liquidando el cálculo actuarial correspondiente y estableciendo que el pago debía realizarse antes del 30 de septiembre de 2024, indicando además el procedimiento para obtener un nuevo cálculo actualizado y la posibilidad de efectuar el pago a través de los operadores del PILA. Mediante providencia del 26 de septiembre de 2024, se notificó la respuesta de Colpensiones al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía, se denegó nuevamente la medida cautelar solicitada, fundamentando dicha decisión en que los bienes de la entidad demandada no se encuentran dentro de las excepciones de inembargabilidad. 
Por otra parte, accedió a la expedición de copias auténticas. Esta providencia fue notificada por estados electrónicos al día siguiente, según consta en la certificación expedida por la secretaría del despacho.

El 24 de enero de 2025, se remitió copia auténtica del acta de la audiencia celebrada el 28 de agosto de 2008, en la cual se aprobó el acuerdo conciliatorio entre las partes, y se dejó constancia de que se había iniciado el proceso ejecutivo a continuación del ordinario. 

Cabe destacar que, en el memorial del 2 de septiembre de 2024, no se solicitó la expedición de copias auténticas del proceso ordinario, sino específicamente de la sentencia con constancia de ejecutoria, del auto que liquidó las costas y del que las aprobó; sin embargo, al no haberse proferido sentencia en el proceso ordinario ni haberse impuesto condena en costas, se procedió a expedir únicamente copia auténtica del acta de conciliación antes mencionada. Conforme a lo expuesto, no existen solicitudes pendientes de resolver dentro del proceso que tramita esta judicatura.

El vinculado, Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía – Risaralda, no presentó contestación alguna dentro del término procesal establecido.
2. CONSIDERACIONES

2.1.
Competencia.

Esta Sala es competente para conocer de la presente acción de conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política y el numeral 6 del Decreto Presidencial 333 de 2021 “Por el cual se modifican los artículos 2.2.3.1.2.1, 2.2.3.1.2.4 y 2.2.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, Único Reglamentario del sector Justicia y del Derecho, referente a las reglas de reparto de la acción de tutela”.
2.2.
Planteamiento del problema jurídico.

De acuerdo con los antecedentes expuestos, corresponde a esta Sala revisar si el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, resolvió: 1) la solicitud de medida cautelar presentada por el actor el 28 de mayo de 2024, y 2) la solicitud de radicada el 2 de septiembre de 2024, considerando que se trata de dos peticiones distintas. En caso contrario, se deberá determinar si se vulneraron los derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social del señor Efrén de Jesús Gil Gil.
 
2.3.
Análisis de procedencia de la acción de tutela.

Antes de pronunciarse de fondo sobre el presente caso, la Sala verificará el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela, a saber (i) legitimación en la causa por activa y por pasiva; (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiaridad.

2.3.1.
Legitimación en la Causa por activa.

El artículo 10° del Decreto-Ley 2591 de 1991, predica lo siguiente:

“La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de estos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud. También podrá ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”

Para la Sala, la presente acción constitucional cumple con el requisito de legitimación en la causa por activa, siendo el señor Efrén de Jesús Gil Gil titular de los derechos que se alegan vulnerados, quien solicita la protección.
2.3.2.
Legitimación en la Causa por pasiva.

Respecto de la legitimación en la causa por pasiva en la acción de tutela, los artículos 5º, 13 y 42 del Decreto 2591 de 1991, prevén que esta se puede promover contra todas las autoridades y también, contra los particulares que estén encargados de la prestación de un servicio público, o, respecto de quienes el solicitante se halle en situación de subordinación e indefensión.

En efecto, la acción de tutela se dirige contra el Juzgado Promiscuo del Circuito Apía, Risaralda, entidad de carácter público, a quien se le endilga la presunta conducta violatoria del derecho al debido proceso, derecho de petición y a la seguridad social. Por otra parte, la vinculación del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía resulta pertinente toda vez que puede resultar afectada con la decisión que se tome en la resolución del presente conflicto, en la medida que funge como demandada en el proceso 6604531890012007020200.
2.3.3.
Inmediatez.

El artículo 86 de la Constitución Política de Colombia establece que la tutela procede para la “protección inmediata” de los derechos fundamentales del accionante

 

Sobre el presupuesto de inmediatez, la Corte Constitucional ha sostenido que, si bien no existe un término de caducidad específico para la interposición de la acción de tutela, esta debe presentarse dentro de un plazo razonable y prudencial a partir de la ocurrencia de los hechos que configuran la presunta vulneración de los derechos fundamentales.

En el presente caso, esta Corporación puede corroborar que se cumplió con el requisito de inmediatez, dado que el accionante interpuso la acción de tutela el 28 de enero de 2025, como consecuencia de la falta de respuesta por parte del juzgado accionado a la solicitud de medida cautelar presentada el 28 de mayo de 2024 y reiterada el 2 de septiembre de 2024. En esa última fecha, además, el accionante solicitó copias auténticas y la realización de una actuación procesal, hechos que considera vulneran los derechos fundamentales invocados en el escrito de amparo. En este contexto, y dado que ha transcurrido poco menos de cinco meses entre la radicación de la última petición y la presentación de la tutela, el plazo se considera prudente y razonable para la interposición de la acción.
2.3.4. Principio de subsidiariedad con relación a la solicitud de medidas cautelares dentro de un proceso ejecutivo:
El inciso 4 del artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagra el principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela, estableciendo que “esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
De lo anterior se infiere que, cuando existan otros mecanismos de defensa judicial que resulten idóneos y eficaces para la protección de los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, el interesado debe acudir a dichos medios y no a la acción de tutela, salvo en los casos en que esta se requiera de manera transitoria para evitar un daño irreparable.
Al respecto, la Sentencia SU-062 de 2018 resumió las razones que justifican un examen estricto de subsidiariedad cuando se trata de tutelas contra providencias judiciales:

“En primer lugar, las sentencias son decisiones emanadas de un juez que recibió el encargo constitucional de poner fin a las controversias en una jurisdicción determinada, para lo cual, fue revestido de autonomía e independencia (…). [L]a acción de tutela que no es presentada con apego estricto al principio de subsidiariedad, niega la garantía del debido proceso, de acuerdo con la cual, una persona sólo puede ser procesada por su juez natural.

En segundo lugar, las etapas, el procedimiento y los recursos que conforman un proceso son el primer espacio de protección de los derechos fundamentales de los asociados, especialmente en lo que tiene que ver con las garantías del debido proceso de manera que no es admisible que el afectado alegue la vulneración o amenaza de un derecho fundamental cuando no ha solicitado el amparo de sus derechos dentro del proceso, pues, en principio, el ordenamiento jurídico le ha dotado de todas las herramientas necesarias para corregir durante su trámite las irregularidades procesales que puedan afectarle.” 

En este contexto, dado que la solicitud se elevó en el marco de un proceso judicial, para resolver el primer objeto del amparo, es decir, determinar si el juzgado accionado incurrió en mora judicial respecto de la solicitud de medida cautelar radicada el 28 de mayo de 2024, o si el demandante dispone de otros medios ordinarios para proteger los derechos que se consideran amenazados o vulnerados, resulta necesario analizar el contexto procesal en el que se presentó la petición.
De conformidad con el expediente 66045-31-89-001-2007-00202-00 aportado por el Juzgado accionado, el señor Efrén de Jesús Gil Gil radicó un proceso ejecutivo, posterior a un ordinario laboral, en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía, Risaralda, el 12 de septiembre de 2022.

En dicha acción, solicita que se libre mandamiento de pago en contra del Cuerpo de Bomberos ejecutado, teniendo como título de recaudo el acta de conciliación realizada ante el Juzgado accionado el 27 de agosto de 2008, contentiva de la obligación del pago de un cálculo actuarial por los periodos laborados y no cotizados por el Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía, Risaralda en calidad de empleador del señor Efren de Jesús Gil Gil el 13 de julio de 1998 al 13 de julio de 2007.
Debido a que el juzgado no halló el expediente ordinario que precedía la solicitud ejecutiva, por auto del 20 de septiembre de 2022, ordenó la reconstrucción del expediente 66045-31-89-001-2007-00202-00, argumentando que, debido al incendio ocurrido el 7 de noviembre de 2013 en la sede judicial del despacho, se destruyeron las piezas procesales
. Además, ofició a la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones para que liquidara el cálculo actuarial objeto de ejecución.

La audiencia prevista en el numeral 2 del artículo 126 del Código General del Proceso se llevó a cabo el 17 de febrero de 2023
, en la que se declaró reconstruido el proceso ordinario laboral interpuesto por Efrén de Jesús Gil Gil en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía, Risaralda, el cual finalizó mediante conciliación celebrada el 28 de agosto de 2008, cuya acta fue aportada por ambas partes. En consecuencia, se dispuso que el proceso pasara a Despacho para decidir sobre la viabilidad de librar el mandamiento ejecutivo deprecado. 

Por auto del 14 de marzo de 2023
 se libró mandamiento ejecutivo en contra del Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apía, Risaralda, por la suma de $72.531.817, correspondiente al cálculo actuarial de las cotizaciones adeudadas al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, por el periodo comprendido entre el 13 de julio de 1998 y el 31 de enero de 2006, con sus respectivos intereses moratorios, y actualizada a la fecha en que se efectúe el pago ante la Administradora Colombiana de Pensiones.
En audiencia celebrada el 6 de mayo de 2024
, el juzgado declaró impróspera la excepción denominada falta de legitimación en la causa por activa, propuesta por el ejecutado. Además, ordenó continuar con la ejecución y le impuso el pago de las costas procesales a la entidad ejecutada.
El 15 de mayo de 2024
, el ejecutante presentó solicitud de medida cautelar en los siguientes términos: 

“se sirva decretar como medida cautelar, embargo y secuestro de los bienes del demandado y/o caución y/o póliza y/o inscripción de la demanda en la razón social o bienes del demandado que permita garantizar el derecho que fue ordenado mediante sentencia proferido por su despacho el día seis (06) de mayo de 2024, por la suma de cien millones de pesos Mcte ($100.000.000.oo), para que se garantice el pago de los aportes producto del cálculo actuarial realizado por la Administradora Colombiana de Pensiones “Colpensiones”. 

Agregó que el Cuerpo de Bomberos había suscrito el contrato de prestación de servicios número 008 de fecha del 30 de enero de 2024 con el Municipio de Apia por la suma de $119.120.280, y solicitó al juzgado que “congele y traslade a una cuenta de depósitos judiciales los dineros que posea de dicho contrato para garantizar el pago de la sentencia de mi mandante.”
Por auto del 21 de mayo de 2024, publicado en los estados electrónicos del 22 ídem, el juzgado negó la medida cautelar, con los siguientes argumentos: 

“de conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la Ley 1575 de 2012, las cuentas, convenios, contratos, acciones, bienes muebles, inmuebles, vehículos y equipos de emergencia de los cuerpos de bomberos son inembargables; motivo por el cual, es improcedente la solicitud de la cautela de embargo y secuestro elevada por el ejecutante; tampoco es procedente la inscripción de la demanda, debido a que las medidas cautelares se rigen por los principios de especificidad y taxatividad, en esas condiciones, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 590 del Código General del Proceso, dicha cautela sólo procede en los procesos declarativos, y no en los ejecutivos.”

Sin haber presentado recursos contra la decisión anterior, el 28 de mayo de 2024
, el ejecutante reiteró la medida cautelar presentada el 15 de mayo del mismo año, y agregó que, si bien el embargo de dineros que forman parte de la seguridad social, por regla general, tiene el carácter de inembargables, existe una excepción que hace procedente la medida cautelar precisamente cuando se trata de una deuda pensional. Para sustentar su solicitud, apeló a pronunciamientos de esta Corporación en sede ordinaria.

Para resolver, la solicitud atendiendo el nuevo argumento, por auto del 11 de junio de 2024
, la jueza ordenó oficiar a la Administradora Colombiana de Pensiones- Colpensiones para que, “informe un número de cuenta en la que se puedan depositar los valores correspondientes al cálculo actuarial de los aportes en pensión del señor Gil Gil. Lo anterior, teniendo en cuenta que es a esa entidad a la que se debe pagar los valores objeto de ejecución”. Orden que reiteró por auto del 16 de julio de 2024
.


Sin que se hubiera publicado la decisión sobre la medida cautelar solicitada el 28 de mayo de 2024, el 2 de septiembre de 2024
, el ejecutante solicitó información al respecto. En respuesta a la solicitud, mediante providencia del 26 de septiembre de 2024
, notificada mediante estado No. 088 fijado al día siguiente, el juzgado negó la medida cautelar de la siguiente manera:
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H Dargo, nasta la a no puesta, motivo
por el cual, se ordena oficiar una vez mas a la mencionada entidad, para que en
el término de diez (10) dias contados a partir de la recepcion de la respectiva
comunicacién, atienda el requerimiento, so pena de dar aplicacion a las
sanciones a que haya lugar, de conformidad con lo dispuesto en el ordinal 3 del

articulo 44 del Estatuto Procesal General.

De otro lado, revisada la solicitud de medidas cautelares y dado que la misma
se fundamenta en la aplicacion de la excepciéon de inembargabilidad sobre los
dineros y bienes de la entidad ejecutada, bajo el entendido que la deuda que se
reclama tiene el caracter de pensional, resulta improcedente, tal como se indico
en providencia del veintiuno (21) de mayo dltimo3, porque, se itera, conforme
al articulo 48 de la Ley 1575 de 2012, las cuentas, convenios, contratos,
acciones, bienes muebles, inmuebles, vehiculos y equipos de emergencia de los
cuerpos de bomberos son inembargables; aunado a ello, porque el fundamento
jurisprudencial que se trae para respaldar lo pedido, no tiene ninguna similitud
con el caso concreto, habida consideracion que la decisiéon emanada de la Sala
Laboral del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, tiene su génesis en la
solicitud de medidas cautelares sobre dineros que hacen parte del sistema de
seguridad social en pensiones, mientras que los bienes que aqui se pretenden
perseguir, no se encuentran enlistados dentro de la excepciones de que trata la
sentencia C-543 de 2013 de la Corte Constitucional.

En consecuencia, se niega la medida cautelar pedida.

De otro lado, mediante escrito que precede, solicita igualmente la parte
demandante, la expedicién de copias auténticas de la sentencia y del auto que
liquidé y aprobd las costas del proceso ordinario, con la constancia de ejecutoria,
de ser las primeras que se expiden y que prestan mérito ejecutivo; solicitud que
resulta procedente, a la luz del articulo 114 del Cédigo General del Proceso,

aplicable en materia Iaboro tanto, se accede a ella.
Por Secretaria procédase
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De lo anterior, se concluye de manera clara que el reproche que motivó la acción judicial, en lo relacionado con la medida cautelar, carece de fundamento, ya que el Juzgado accionado resolvió la solicitud de medida cautelar presentada el 28 de mayo de 2024, mediante auto del 26 de septiembre de 2024, notificado al día siguiente. Esto lleva a concluir que, hasta este momento, el juzgado no incurrió en vulneración del derecho al debido proceso, pues, para cuando se inició el trámite constitucional (28 de enero de 2025), ya se había resuelto la solicitud cautelar.

En este sentido, es evidente que el gestor de la litis, a pesar de tener el deber de revisar los estados electrónicos, no se percató de la publicación de la providencia que resolvió la solicitud cuya respuesta se reclama mediante esta acción constitucional, para interponer los recursos de reposición y apelación que proceden contra la negativa de la medida cautelar. Así lo confirma la constancia secretarial del 8 de octubre de 2024, según la cual, dentro del término de ejecutoria de la providencia, que feneció el 4 de octubre de 2024, las partes guardaron silencio, al no hacer uso de los recursos de reposición y apelación, conforme a lo dispuesto en los artículos 63 y el numeral 7 del artículo 65 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

En este orden de ideas, dado que el reproche constitucional se centró en la falta de emisión de la providencia que resolvió la medida cautelar y no en el contenido de esta, se considera agotada la competencia de este Tribunal como juez constitucional.

Incluso si se interpretara que la intención del accionante es cuestionar el contenido de la providencia judicial, lo cierto es que el amparo resultaría improcedente, dado que la Corte Constitucional ha reiterado en múltiples ocasiones que la solicitud de amparo contra las decisiones de los jueces solo procede cuando se han agotado todos los medios ordinarios o extraordinarios, los cuales, como se explicó, no fueron interpuestos por el ejecutante.

Verificado hasta este punto que el juzgado accionado resolvió la solicitud de medida cautelar presentada el 28 de mayo de 2024, reiterada por escrito el 2 de septiembre de 2024, se negará la acción constitucional en lo que respecta a esa petición, sin perjuicio de que el ejecutante pueda presentar nuevamente la solicitud cautelar. 
Lo anterior por cuanto la pretensión sobre este punto no cumple el requisito de subsidariedad. 
A continuación, corresponde a la Sala verificar si el Juzgado también resolvió la otra solicitud radicada en la misma fecha, con base en las siguientes consideraciones:
2.4. Petición dentro de un proceso judicial.
Al respecto del derecho de petición de copias dentro de un proceso judicial, se pronunció la Corte Constitucional en la sentencia T-192 de 2007, en los siguientes términos: 
“Ahora bien, si la petición versa sobre la entrega de copia de documentos, la respuesta no puede ser otra que la entrega de las copias solicitadas, salvo que se trate de documentos que tengan reserva, caso en el cual se entiende la negativa motivada a su entrega, por el carácter reservado de esos documentos[18]. 

(…) “las actuaciones del juez dentro del proceso están gobernadas por la normatividad correspondiente, por lo cual las solicitudes que presenten las partes y los intervinientes dentro de aquél en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que prevalecen las reglas del proceso.”[22] Así, la solicitud de pruebas, acumulación de procesos, de denuncia del pleito, etc., se deben tramitar conforme a las reglas señaladas por los respectivos ordenamientos procesales.

En ese orden de ideas, la Corporación estableció que la omisión del funcionario judicial en resolver las solicitudes formuladas por las partes o sus apoderados, propias de la actividad jurisdiccional, no configura una violación del derecho fundamental de petición, sino al debido proceso[23] y al acceso de la administración de justicia,[24] en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada[25] al interior del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).

2.5. Carencia de objeto por hecho superado. 

La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha indicado que la carencia actual de objeto se configura cuando frente a las pretensiones esbozadas en la acción de tutela, cualquier orden emitida por el juez no tendría efecto o simplemente “caería en vacío”. 
Está figura se materializa por tres situaciones a saber: i) por daño consumado; ii) por hecho superado; y iii) por acaecimiento de una situación sobreviniente.
En lo que respecta al primero de los mencionados, esto es, carencia actual de objeto por hecho superado indica la corte que: “Este escenario se presenta cuando entre el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se evidencia que, como consecuencia del obrar de la accionada, se superó o cesó la vulneración de derechos fundamentales alegada por el accionante. Dicha superación se configura cuando se realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, terminó la afectación, resultando inocuo cualquier intervención del juez constitucional en aras de proteger derecho fundamental alguno, pues ya la accionada los ha garantizado”

Finalmente, el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha señalado que en estos casos resulta ineludible que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo, sin que sea perentorio un pronunciamiento de fondo para los jueces de instancia, pues, el deber de determinar el alcance de los derechos fundamentales cuya protección se solicita solo recae en la Corte Constitucional en sede de Revisión
.
3. Caso concreto.


En el caso que nos ocupa, el señor Efrén de Jesús Gil, el 2 de septiembre de 2024, además de reiterar su solicitud cautelar, respecto de la cual ya se ha resuelto previamente, presentó mediante escrito separado una solicitud de copias auténticas
, así: 
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Referencia : Solicitud de Copias Auténticas

Proceso : Ejecutivo a continuacién Ordinario Laboral
Demandante  : Efren de Jesus Gil Gil

Demandado  : Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia
Radicado 1 66045318900120070020200

CARLOS ANDRES GONZALEZ LOPEZ, idenfificado con cédula de ciudadania 10.030.561 de Pereira y
Tarjeta Profesional de abogado numero 222.345 del C.S. de la J, obrando como apoderado del sefior
Efren de Jesus Gil Gil, dentro del proceso baijo el radicado de la referencia, por medio del presente
escrito, muy respetuosamente me permito solicitarle que a mi costa ordene la expedicion de un juego
de copias auténticas de la sentencia, con constancia de ejecutoria y de ser las primeras que se
expiden y que por lo tanto prestan mérito ejecutivo, también del auto debidamente ejecutoriado que

liquidé las costas, del que las aprueba.

De igual manera, le solicito que previa expedicién de las copias auténticas, se siva ordenar a quien

corresponda, liquide las costas y/o agencias en derecho.

Por Ulfimo, le solicito solicitarle respetada doctora, se sirva remitir dichos documentos a mi direccion
electrénica

Atentamente,

CARLOS ANDRES GONZALEZ LOPEZ
C.C.10.030.561 de Pereira
T.P.222.345 del C.S. de la J.

‘CARLOS ANDRES GONZALEZ LOPEZ
Abogado
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Frente a esta solicitud, el juzgado accionado, en el mismo auto del 26 de septiembre de 2024, accedió a expedir copias auténticas de la sentencia y del auto que liquidó y aprobó las costas del proceso ordinario, con la constancia de ejecutoria, en virtud de lo dispuesto en el artículo 114 del Código General del Proceso. 
No obstante, el 24 de enero de 2025
, el juzgado remitió al citado correo electrónico únicamente la copia auténtica del acta de la audiencia celebrada el 28 de agosto de 2008, en la que se aprobó el acuerdo conciliatorio entre las partes. Asimismo, dejó constancia de que dicha acta estaba ejecutoriada y precisó que el título, a la fecha, estaba siendo ejecutado mediante proceso ejecutivo, a continuación del proceso ordinario.
Ante este panorama, como señala el juzgado accionado en el escrito de contestación al amparo constitucional, respondió de fondo la solicitud de copias solicitada por el ejecutante, ya que este únicamente pidió las copias auténticas “de la sentencia, con la constancia de ejecutoria y de ser las primeras que se expiden y que por lo tanto presan mérito ejecutivo, también del auto debidamente ejecutoria que liquidó las costas de que las aprueba.”  Y no solicitó “cada uno de los documentos que integran el proceso ordinario y ejecutivo bajo radicado 66045318900120070020200”, como afirma en sede constitucional.
Es evidente que el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía envió al demandante la copia del acta de conciliación, y no la “sentencia”, dado que esa es el título que fundamenta la ejecución, ya que el proceso ordinario culminó por conciliación judicial, conforme a la etapa de conciliación contemplada en el artículo 77 del C.P.T.S.S. Por tal motivo, tampoco se remitió el auto que liquidó y aprobó las costas, actuaciones procesales de las que tiene total claridad la parte activa, porque participó en la audiencia de reconstrucción celebrada el 17 de febrero de 2023.
Finalmente, cabe señalar que, además de la solicitud mencionada anteriormente, en el mismo escrito, el ejecutante solicitó la liquidación de las costas y/o agencias en derecho. Sin embargo, el juzgado únicamente atendió la petición relacionada con las costas procesales establecidas en la providencia emitida el 6 de mayo de 2024, a través del auto del 31 de enero de 2025
, por medio del cual se fijaron las agencias en derecho, y ese mismo día, conforme al artículo 366 del Código General del Proceso, la Secretaría procedió a realizar la liquidación. Tras vencerse el traslado publicado electrónicamente el 3 de febrero de 2025, la jueza, mediante auto del 7 de febrero de 2025
, notificado mediante estado del 10 de febrero de 2025, dispuso su aprobación.
Lo anterior pone de manifiesto una mora judicial de aproximadamente un año en la liquidación y aprobación de las costas procesales, lo cual resulta excesivo para un trámite ejecutivo. Esta demora, en consecuencia, impide que se dé traslado de la liquidación del crédito, ya que para ello es necesario que se incluyan las costas del proceso, y para que esto ocurra, debe estar en firme la liquidación de dicho concepto.
Pese a lo anterior, una vez notificada la acción de amparo, el juzgado surtió la etapa procesal peticionada y a pesar de que la parte solicitó su envió al correo electrónico, el juzgado cumplió con la publicidad en los términos que dispone la Ley, esto es, por estado (artículo 295 del C.G.P y artículo 9 de la Ley 2213 de 2022). 
Cabe recordar que, como se expuso previamente, cuando lo solicitado está relacionado con asuntos de la litis, las actuaciones del juez dentro del proceso están regidas por la normatividad correspondiente. Por ello, la falta de remisión de la providencia al correo del apoderado del ejecutante no constituye una vulneración de derecho alguno, ya que se garantizó la publicidad de acuerdo con las reglas del proceso, las cuales prevalecen en cuanto a su trámite.
Por todo lo dicho, se descarta la violación al derecho de petición, no porque este derecho no pueda ejercerse ante los funcionarios judiciales, sino porque las solicitudes de expedición de copias y liquidación de costas formuladas por el ejecutante, al ser trámites específicamente regulados en los artículos 114 y 366 del Código General del Proceso, están vinculadas a la actividad jurisdiccional y, como explicó la Corte Constitucional, esto no configura una vulneración del derecho fundamental de petición, sino una afectación al debido proceso y al acceso a la administración de justicia.
Dado lo anterior, como la solicitud radicada el 2 de septiembre de 2024, se satisfizo en su integridad el curso de la acción judicial, se declarará la carencia actual de objeto por hecho superado, en el entendido que cualquier orden de la Corporación caería en el vacío y no estaría llamado a producir ningún efecto. 
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Número 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución y la ley,
RESUELVE
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción constitucional en lo que respecta a la solicitud de medida cautelar presentada el 28 de mayo de 2024, reiterada por escrito el 2 de septiembre de 2024, por no cumplirse con el requisito de subsidariedad, tal como se explicó en precedencia. Lo anterior, sin perjuicio de que el ejecutante pueda presentar nuevamente la medida cautelar. 
SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado, por cuanto el juzgado accionado en el curso de esta acción resolvió en su totalidad la petición presentada por el accionante el 2 de septiembre de 2024, relacionada con la expedición de copias.
TERCERO: DESVINCULAR de la presente acción constitucional al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Apia, Risaralda.
CUARTO: Notifíquese la decisión a las partes y las vinculadas por el medio más eficaz e infórmeseles que esta decisión puede ser impugnada dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación.
QUINTO: En caso de que no se impugne esta decisión, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
Notifíquese y Cúmplase 
La Magistrada ponente,
Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado,
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
Con firma electrónica al final del documento
GERMAN DARIO GÓEZ VINASCO
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